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.:: 1. PRESENTACIÓN 
El Proyecto Visión Social del Agua desarrollado por la institución AGUA SUSTENTABLE con el 
apoyo de International Development Research Centre (IDRC) ha desarrollado varias cartillas y 
guías sobre el tema de Agua y Libre Comercio en base a diversas investigaciones realizadas 
principalmente en países andinos entre 2004 y 2007. El objetivo de estas investigaciones fue 
determinar el tratamiento que los Acuerdos y Tratados de Libre Comercio hacen del agua y los 
servicios de agua potable. Los resultados de las investigaciones permitieron diseñar una serie de 
documentos didácticos destinados principalmente a operadores públicos, negociadores estatales 
en acuerdos de libre comercio, autoridades públicas nacionales e internacionales con facultades 
para tomar decisiones sobre el tema, académicos y asesores, y representantes o líderes de la 
sociedad civil. 
 
Para la elaboración de esta Guía se han procesado varias investigaciones encomendadas en 
calidad de consultorías a distintos analistas como Pablo Solon, Denisse Rodríguez, Carlos 
Crespo,  Oscar Campanini en Bolivia, Hildebrando Vélez Galeano en Colombia, Juan Fernando 
Terán en Ecuador y  Guillermo Rebosio en Perú. Los textos de estas investigaciones, compilados 
en un libro titulado “Agua y Libre Comercio. Impacto e implicaciones de los Acuerdos de Libre 
Comercio sobre el Agua y sus Servicios” pueden ser encontrados en 
www.aguavisionsocial.org/lineasDocs.html. Las investigaciones antes señaladas han sido sistematizadas 
en una versión corta, complementadas e ilustradas con datos e información adicional, permitiendo 
elaborar esta Guía, bajo la responsabilidad de un equipo de AGUA SUSTENTABLE.  
 
La presente Guía denominada “Criterios y Sugerencias para Procesos de negociación” tiene como 
tema central la negociación en el contexto de acuerdos o tratados de libre comercio considerando 
el agua y sus servicios como un eje de análisis de dicho tema.  De manera general, el documento 
aborda las implicancias que tienen los acuerdos firmados por los países en el marco de la 
Organización Mundial de Comercio (Acuerdo General sobre Comercio y Aranceles o GATT, y el 
Acuerdo General sobre Comercio de Servicios también denominado GATS por su sigla en inglés), 
y los Tratados de Libre Comercio que de manera Bilateral están suscribiendo países andinos, 
después del fracaso de la negociaciones multilaterales del ALCA y del TLC Andino.  
 
Los lectores percibirán que se hace alusión al ALCA, al TLC por país, al GATT y al GATS, por lo 
que la aclaración del párrafo anterior es necesaria. Es importante, para entender el enfoque de 
esta guía, que hagamos una diferenciación entre acuerdos y tratados de libre comercio; los 
primeros suelen abarcar temas específicos de comercio entre países, los segundos abarcan 
temas de inversiones, servicios, mercados, propiedad intelectual, legislación interna y mecanismos 
de control a la misma, institucionalidad de vigilancia, sanción, control y resolución de disputas, etc.   
El frustrado Acuerdo de Libre Comercio de las Américas (ALCA), era en realidad, según nuestro 
enfoque, un gran tratado multilateral.  De hecho encontramos muchas de sus  disposiciones y 
capítulos enteros en los textos del también frustrado TLC Andino y de los TLC bilaterales que 
EE.UU. esta negociando con cada uno de los países del continente Americano. Los Tratados o 
Acuerdos Bilaterales de Inversiones (denominados BTI por su sigla en inglés y TBI por su sigla en 
castellano) tienen más bien  dedicación jurídica a ciertos temas relacionados con inversiones e 
inversores de los países firmantes, y no suelen tener la amplitud temática que tienen los famosos 
TLC. 
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Esta Guía ofrece una imagen resumida de los distintos TLC, ALC y TBI, y su armazón jurídico 
institucional. Para este fin, el texto de la guía nos brindará citas y referencias a distintos 
documentos oficiales explicándonos las posiciones y compromisos que diferentes países han 
hecho al respecto. 
 
En la primera parte, los lectores encontrarán una introducción a la relación agua y libre comercio, 
una rápida y sucinta descripción de las disposiciones que contemplan los acuerdos y tratados, y 
en la segunda parte podrán conocer y analizar una serie de sugerencias o recomendaciones para 
negociar en el contexto de los tratados. Esta ultima parte nos parece fundamental porque expresa 
nuestra visión y acción institucional en sentido de no remitirnos a una actitud de oposición a los 
acuerdos y tratados, sino involucrarnos con conocimiento y habilidad en sus procesos de 
negociación para contribuir a transformarlos, además de proveer instrumentos a nuestros países 
con el objetivo de fortalecer su legalidad e institucionalidad interna como forma de resguardar 
soberanía para tomar decisiones sobre su presente y futuro en lo que respecta al agua y sus 
servicios. 
  
Agua Sustentable 
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.:: 2. ¿CÓMO SE RELACIONAN LOS ACUERDOS Y TRATADOS DE LIBRE COMERCIO CON 
EL AGUA Y LOS SERVICIOS DE AGUA POTABLE? 
 
Una de las preguntas más frecuentes cuando se habla de acuerdos de libre comercio es si el agua 
y los servicios asociados a este recurso se  encuentran incluidos, es decir, si los países una vez 
que firman un Acuerdo de Libre Comercio (ALC), un Tratado de Libre Comercio (TLC) o un 
Tratado Bilateral de Inversiones (TBI) están obligados a permitir el libre comercio del agua y abrir 
el “mercado de los servicios básicos de agua potable.  
 
Lo cierto es que el agua esta envuelto en los acuerdos comerciales de distintas maneras. A veces 
el agua y sus servicios aparecen mencionados de forma expresa en las negociaciones sobre 
comercio de bienes, servicios e inversiones. Pero el tema del agua también aparece a través de 
vinculaciones indirectas con otros apartados de los tratados como es el caso de Agricultura y 
Propiedad Intelectual. Véase para el caso, los textos borrador del ALCA o del TLC Andino. 
 
En el siguiente cuadro podemos observar que en los tratados de libre comercio, el agua figura o 
es contemplada en varios formatos: a veces como bien o producto, a veces como servicio o como 
inversión. Por inversión se entiende también el conjunto de derechos asociados al uso del agua, 
por ejemplo, concesiones, licencias, autorizaciones, etc.  
 
Cuadro 1 
Cruces entre los TLC y el Agua 
 Bienes Servicios Inversiones 
Agua embotellada X  X 
Exportación de 
agua  
X X X 
Servicios de agua 
potable 
 X X 
Servicios 
medioambientales 
 X X 
Uso del agua para 
fines 
Hidroeléctricos 
 X X 
Uso del agua para 
fines Mineros 
 X X 
Uso del agua para 
fines Petroleros 
 X X 
Uso del agua para 
fines Turísticos 
 X X 
Uso del agua para 
fines agrícolas 
  X 
Transporte fluvial  X X 
Derechos de agua   X 
 
 Fuente: Solón, P. (2005, septiembre).  Los cruces de caminos entre el agua y el libre comercio. Ponencia 
al Seminario Internacional sobre Acuerdos de libre Comercio y Servicios Públicos. Buenos Aires, 
Argentina. 
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.:: 3. ¿CUÁL ES EL TRATAMIENTO QUE LOS ACUERDOS Y TRATADOS DE LIBRE 
COMERCIO HACEN DEL AGUA CONCIBIÉNDOLA COMO UNA MERCANCÍA?  
 
Los países andinos en sus relaciones de intercambio comercial de bienes en la Organización 
Mundial de Comercio (OMC) y en el marco de los TLC utilizan la Nomenclatura Común de los 
Países Miembros del Acuerdo de Cartagena (NANDINA), clasificación arancelaria similar al 
Harmonized Tariff Schedule de Estados Unidos (HTS). En ambas encontramos al agua clasificada 
bajo las partidas arancelarias 2201, 2202, 2501 y 2851.  
 
 
 
Cuadro 2 
Nomenclatura Común de los Países Miembros del Acuerdo de Cartagena (NANDINA) 
 
SECCION V 
PRODUCTOS MINERALES: SAL; AZUFRE; TIERRAS Y PIEDRAS; YESOS, CALES Y CEMENTOS 
 
Código  Descripción  
NANDINA de la mercadería 
22.01 
 
Agua, incluidas el agua mineral natural o artificial y la gaseada, sin adición de azúcar u otro edulcorante 
ni aromatizada; hielo y nieve. 
 
2201.10.00.00 
 
-      Agua mineral y agua gaseada 
 
2201.90.00.00 
 
-      Los demás 
 
22.02 
 
 
Agua, incluidas el agua mineral y la gaseada, con adición de azúcar u otro edulcorante o aromatizada, y 
demás bebidas no alcohólicas, excepto los jugos de frutas u otros frutos o de hortalizas (incluso 
«silvestres») de la partida 20.09. 
 
2202.10.00.00 
 
-      Agua, incluidas el agua mineral y la gaseada, con adición de azúcar u otro edulcorante o aromatizada 
 
2202.90.00.00 
 
-      Los demás 
 
25.01 
 
Sal (incluidas la de mesa y la desnaturalizada) y cloruro de sodio puro, incluso en disolución acuosa o con adición de 
antiaglomerantes o de agentes que garanticen una buena fluidez; agua de mar. 
 
2501.00.90.00 
 
-      Los demás 
 
28.51 
 
 
Los demás compuestos inorgánicos (incluida el agua destilada, de conductibilidad o del mismo grado de pureza); 
aire líquido, aunque se le hayan eliminado los gases nobles; aire comprimido; amalgamas, excepto las de metal 
precioso. 
 
2851.00.30.00 
 
-      Agua destilada, de conductibilidad o del mismo grado de pureza; aire líquido y aire purificado 
 
Fuente: Arancel Aduanero De Importaciones Bolivia, 2006. 
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ATENCIÓN A LA REFERENCIA “LOS DEMAS” 
Existen partidas con la referencia “los demás” que aparentemente sólo se dirigen a aquellas mercancías 
que no han sido mencionadas a continuación de la partida de 4 códigos que figura en la nomenclatura de 
NANDINA,y por tanto su interpretación estaría delimitada por la descripción de la mercancía y en algunos 
casos por las especificaciones de las notas complementarias.  
La ambigüedad de la frase “los demás” puede implicar la inclusión de una serie de bienes o formas en que 
estos se presentan o “producen”, en los acuerdos o tratados, el agua, por ejemplo, puede aparecer bajo esta 
ambigüedad en distintas formas de uso. 
 
 
En las listas de productos por país del Acuerdo General sobre Comercio y Aranceles de la OMC, 
mas conocido como GATT, Bolivia, Perú, Colombia, Ecuador y los EE.UU. presentan de diferentes 
maneras las partidas anteriormente analizadas. Bolivia y Perú han incluido en paquete la totalidad 
de sus partidas arancelarias de bienes de consumo, estableciendo en el caso boliviano un arancel 
consolidado o techo del 40 % y en el peruano un arancel del 30 % ad valorem (aplicable a valores 
mercantiles de los precios) para las mercancías que involucran al agua contenidas en las partidas 
2201, 2202, 2501 y 2851. Es decir, todas las formas de “mercaderías”  en las que figura el agua 
detalladas en el Cuadro 1, están incluidas para fines de importación, con un techo determinado de 
arancel o un arancel determinado.  
 
Colombia ha hecho compromisos listando cada partida, no en paquete como Bolivia y Perú, y ha 
incluido solamente las partidas 2201 y 2202 con un arancel consolidado del 70 %.  
 
Ecuador incluye únicamente las partidas 2201.90.00 y 2202.10.00 con un arancel consolidado del 
30 % y en la definición de la partida 2201.90.00 se precisa que la descripción de “los demás” 
comprenderá el “agua ordinaria natural, hielo y nieve, sin azúcar o edulcorar de otro modo, ni 
aromatizar”.  
 
 
ESTADOS UNIDOS DE NORTEAMERICA Y LA LIBERALIZACION DEL AGUA 
 
EE.UU. incluyó en la OMC las partidas 2201, 2201.10.00, 2201.90.00; 2202,  2202.10.00; 2501.00.00 y la 
2851.00.00. Este país incluyó los 4 grupos de partidas que comprenden el agua. En su tratamiento 
arancelario, a diferencia de los países andinos, EE.UU establece un arancel fijo consolidado de 0,26 
centavos por litro para la partida 2201.10.00 y 0,2 centavos por litro para la 2202.10.00.  
 
 
Por lo que hemos visto, tanto los países andinos como EE.UU. en la OMC tratan al agua como 
una mercancía común; no se establece una definición arancelaria precisa que delimite el alcance 
del compromiso de liberalización, ni merece un trato especial. 
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En el caso del TLC Perú-EEUU la negociación fue realizada sobre la base de partidas de ocho 
dígitos. Perú utilizó su propio Arancel de Aduanas (el Arancel de Aduanas del Perú ha sido 
elaborado en base a la Nomenclatura Común de los Países Miembros de la Comunidad Andina-
NANDINA) y Estados Unidos la Harmonized Tariff Schedule (HTS). En el tema del agua sólo se 
consideró las partidas 2201.10.00, 2201.90.00, 2202.10.00 y 2202.90.00 (esta última 
excepcionalmente por Perú). El agua de mar, el hielo, la nieve, el agua natural sin procesamiento 
son también, como se ha visto, sujetos de negociación.  
 
El agua es una riqueza natural limitada y un bien público, fundamental para la vida y la salud, no 
obstante ello, las partidas se refieren a ella como una mercancía más, su descripción responde a 
una definición fría de lo que deberá entenderse como bien, cuando un compromiso sobre el agua 
no se ciñe exclusivamente a la eliminación progresiva de su barrera arancelaria, sino deja la 
puerta abierta a las empresas comercializadoras del agua sobre las decisiones de su intercambio 
comercial. 
 
La interpretación de la partida “los demás” no es resuelta de igual modo por los países. Si un 
Estado tiene una norma interna que regula este tema, puede introducir excepciones a las partidas 
que involucran al agua a fin de permitir al Estado imponer o mantener –aparte de los derechos de 
aduana, impuestos u otras cargas– prohibiciones o restricciones a la importación de un producto 
del territorio de otra parte contratante (por “parte contratante” se entiende: país que firma un 
Tratado), o a la exportación, o a la venta para la exportación de un producto destinado al territorio 
de otra parte contratante, ya sean aplicadas mediante contingentes, licencias de importación o de 
exportación, o por medio de otras medidas. (Artículo XI-1, Acuerdo General de Comercio y Tarifas, 
o GATT, por su sigla en inglés). Si los Estados no tienen estas salvaguardas internas no podrá 
hacer uso de esa facultad reconocida por el GATT. 
La mayoría de los países andinos no tienen regulación en este tema y las excepciones 
medioambientales que tal vez podrían interponerse sólo son temporales, lo que los puede dejar en 
una situación inerme ante la aplicación de los tratados.   
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.:: 4. ¿CUÁL ES EL TRATAMIENTO QUE HACEN LOS ACUERDOS Y TRATADOS DE LIBRE 
COMERCIO AL AGUA EN TÉRMINOS DE “INVERSIÓN” EN LOS RECURSOS HÍDRICOS Y 
LOS SERVICIOS DERIVADOS DE LOS USOS DE ÉSTOS?  
 
En la actualidad existen tres clasificaciones de servicios: i) la Lista de Clasificación Sectorial de los 
Servicios (W/120) -adoptada en el marco de las negociaciones del Acuerdo General de Comercio 
y Servicios (AGCS) durante la Ronda Uruguay-; ii) la Clasificación Central Provisional de 
Productos (CCP Provisional) de 1991; y iii) la Clasificación Central de Productos (CCP) de 1997. 
 
Los servicios de agua potable y saneamiento están incluidos dentro de los servicios ambientales 
en el marco del AGCS. A continuación se presenta la cobertura de estos servicios  en cada una de 
estas clasificaciones.  
 
Cuadro 3 
CLASIFICACION SERVICIOS AMBIENTALES 
 
W/120 
 
 
CCP Provisional 1991 
 
CCP 1997 
 
 
A. Servicios de Alcantarillado 
(9401) 
 
9401 Servicios de Alcantarillado 
 
941 Servicios de Alcantarillado 
94110 Tratamiento de aguas servidas 
94120 Limpieza y vacío de tanques. 
 
 
B. Servicios de eliminación de 
residuos (9402) 
 
9402 Servicio de eliminación de residuos 
 
942 Servicio de eliminación de residuos 
94211 Recojo de desperdicios no peligrosos 
94212 Tratamiento y deshecho de residuos no 
peligrosos 
94221 Recojo de deshechos peligrosos 
94222 Tratamiento y deshecho de residuos 
peligrosos. 
 
 
C. Servicios de saneamiento y 
similares (9403) 
 
9403 Servicios de saneamiento y similares 
 
 
943 Servicios de saneamiento y similares 
94310 Servicios de limpieza y remoción 
de nieve 
94390 Otros servicios de saneamiento 
 
 
D. Otros servicios (9409) 
 
 
9404 Servicios de limpieza de gases de 
escape 
9405 Servicios de lucha contra el ruido 
9406 Servicios de protección de la 
naturaleza y el paisaje 
9409 Otros servicios n.e,o.p  
 
949 Otros servicios de protección ambiental n.e.o.p 
 
 
Es importante notar que, por definición, el saneamiento básico comprende también servicios de 
agua potable. La partida 94390 del Cuadro 3, podría en consecuencia, abrir esa puerta al servicio 
de agua potable. 
 
La liberalización de los servicios ambientales sigue los parámetros del Acuerdo General sobre 
Comercio de Servicios (AGCS o GATS) en la OMC y de los capítulos de servicios transfronterizos 
e inversiones en los TLC.  
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Los compromisos en el sector de servicios medioambientales, por considerarse una inversión en 
servicios, también están sujetos a las disposiciones del capítulo de inversiones en un TLC. En la 
OMC “el AGCS por si solo puede concebirse como una especie de marco para un acuerdo 
multilateral de promoción y protección de la inversión en servicios” (CEPAL, La Inversión 
Extranjera en América Latina y el Caribe, 2000, Santiago, Chile, p.30). 
 
 
 
CONCEPTO DE “INVERSION” EN EL TLC PERU-EE.UU. 
 
En el TLC Perú-EEUU, el Art. 10.28 establece que “INVERSIÓN” es todo activo de propiedad de un 
inversionista o controlado por el mismo, directa o indirectamente, que tenga las características de una 
inversión, incluyendo características tales como el compromiso de capitales u otros recursos, la expectativa 
de obtener ganancias o utilidades, o la asunción de riesgo, cuyas formas pueden ser la de “(a) una 
empresa; (e)… contratos de concesión, de participación en los ingresos y otros contratos similares; (g) 
licencias, autorizaciones, permisos y derechos similares otorgados de conformidad con la legislación 
interna, entre otras”. La amplitud de  esta definición entiende los derechos contractuales, como en el caso 
de los contratos de concesión –modalidad bajo la cual se autoriza el suministro de agua potable–, como un 
elemento natural de las inversiones, básicamente porque de acuerdo a la ideología comercial, los servicios 
públicos sólo pueden ser suministrados de manera eficiente a través del mercado. 
  
 
El concepto de “inversión” que está establecido en el artículo 10.28 del TLC Perú-EE.UU., se 
aplica a la figura de “concesión” (con la cual se han otorgado fuentes de agua en países andinos), 
no sólo por el concepto de “inversión, sino porque existen otras referencias en este capítulo que 
dejan claramente establecido su alcance sobre estos servicios. Así tenemos el Art. 10.1 inc. 2 que 
señala que “las obligaciones de una Parte (es decir, de uno de los países firmantes) bajo esta 
sección aplicarán a una empresa estatal u otra persona cuando ejecute cualquier autoridad 
regulatoria, administrativa u otra autoridad gubernamental que le hubiera sido delegada por esa 
Parte”.  
 
Toda vez que la concesión es un acto administrativo cuya otorgación y regulación queda 
supeditada a control gubernamental, se establece que el capítulo debe ser obligatorio para 
aquellas autoridades que tengan, respecto a los inversionistas, atribuciones regulatorias, 
administrativas u otras.  
 
Otra disposición importante que figura en el TLC Perú-EE.UU., por su expresa referencia a estos 
servicios, es el Art. 10.28 que señala que “un acuerdo de inversión será entendido como un 
acuerdo escrito entre una autoridad nacional de una Parte y una inversión cubierta o un 
inversionista de la otra Parte, sobre el cual la inversión cubierta o el inversionista se apoya para 
establecer o adquirir una inversión cubierta diferente al acuerdo escrito en sí mismo, que otorga 
derechos a la inversión cubierta o al inversionista: …..(b) respecto a la provisión de servicios al 
público en representación de la Parte, como generación o distribución de energía, tratamiento o 
distribución de agua, o telecomunicaciones; o…. “. 
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Con este artículo, queda totalmente manifiesto que las obligaciones del capítulo de inversiones se 
imponen a los estados que autorizan a inversionistas proveer servicios de tratamiento o 
distribución de agua. 
  
De acá en adelante los conflictos para el país se presentan por el nivel de las obligaciones que le 
impone el capítulo de inversiones dentro de un TLC. Dura labor cuando la tipología de este 
apartado, es similar a la mantenida en un Tratado Bilateral de Inversión, y entre sus características 
se encuentra el contener un sinfín de medidas a favor del inversionista tales como los requisitos 
de desempeño, expropiación e indemnización, trato nacional, trato justo y equitativo, trato de la 
nación mas favorecida, etc. y su incumplimiento provoca la automática demanda ante el Centro 
Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (CIADI o ICSID, por su sigla en 
inglés).  
 
Trato Justo y Equitativo 
Estándar de trato mínimo internacional, trato justo y equitativo: es un principio de derecho 
internacional absoluto. Su contenido está en formación; incluyendo “transparencia”, “debido 
proceso”, “derecho de defensa” y “día en justicia”, además de “equidad y justicia en el trato”. Se 
relaciona con un estándar subjetivo como son las expectativas legítimas de los inversores. En 
aguas, cualquier modificación de las condiciones de los derechos, incluidos tarifas (por ejemplo, 
de servicios de agua potable) no previstas al tiempo de la inversión, podrían ser consideradas una 
violación del standard. (Miguel Solanes, Introducción al libro “AGUA Y LIBRE 
COMERCIO.Impacto e implicaciones de los Acuerdos de Libre Comercio sobre el Agua y sus 
Servicios”, http://www.aguavisionsocial.org/lineasDocs.html) 
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PRINCIPIOS DE TRATO NACIONAL Y DE NACION MÁS FAVORECIDA 
 
Dos principios importantes que aparecen casi de manera estandarizada en los ALC, TLC y TBI son el Trato 
Nacional (TN) y el de Nación Más Favorecida (NMF). En el caso del AGCS, los textos sobre el tema son los 
siguientes:  
“Artículo XVI Acceso a los Mercados: En lo que respecta al acceso a los mercados… cada miembro 
otorgará a los servicios y a los proveedores de servicios de los demás miembros un trato no menos 
favorable que el previsto de conformidad con los términos, limitaciones y condiciones convenidos y 
especificados en su lista.” 
“Artículo XVII Trato Nacional: En lo sectores inscritos en su lista y con las condiciones y salvedades que 
en ella puedan consignarse, cada miembro otrogará a los servicios y a los proveedores de servicios de 
cualquier otro Miembro, con respecto a todas las medidas que afecten el suministro de servicios, un trato 
no menos favorable que el que dispense a sus propios servicios similares o proveedores servicios similares” 
El Principio de Trato de Nación Más Favorecida implica que un país debe otorgar al “inversor” 
proveniente de otro país firmante del tratado o acuerdo, el mismo trato que otorga a “inversores” 
provenientes del país con el que tiene los acuerdos más favorables sobre un tema determinado. La 
redacción formal de este principio se expresa en los siguientes términos: “Cada parte otorgará a los 
inversionistas de la otra Parte, trato no menos favorable que el que otorgue, en circunstancias similares, a 
los inversionistas de cualquier país que no sea parte, en lo referente al establecimiento, adquisición, 
expansión, administración, conducción, operación y venta u otra foma de disposición de inversiones en su 
territorio”. 
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.:: 5. ¿CÓMO NEGOCIAN LOS PAÍSES LA INCLUSIÓN DE SUS SERVICIOS EN LA 
ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE COMERCIO Y EN LOS TRATADOS DE LIBRE COMERCIO? 
 
La negociación de los sectores de servicios se realiza por medio de listas, positivas en la OMC y 
por listas negativas en un TLC. 
 
 
TIPOS DE LISTAS PARA INCLUIR EN LOS ACUERDOS DE LIBRE COMERCIO 
 
Listas Positivas. 
El enfoque de listas positivas, también conocido como  “bottom-up” o “de abajo hacia arriba”, consiste en 
el listado de los servicios que se pretenden liberalizar, quedando el resto del universo protegido. Este 
enfoque, basado en la noción de “progresividad”, surgió en la Ronda Uruguay, como instrumento por el 
que se pretendió no afectar la sensibilidad de muchos países en desarrollo y tiene a los compromisos 
específicos como elementos centrales.  
 
Listas Negativas.  
En lo que tiene que ver con el enfoque de listas negativas, conocido también como  “Top-down,” o 
“verticalista”, o de “arriba hacia abajo”, el mismo consiste en la elaboración de listas de servicios que no 
son objeto de liberalización, es decir que, en función a este enfoque, todos los servicios están liberalizados, 
a menos que figuren en las listas: por eso se las conoce como negativas. La lógica detrás de una 
negociación por lista negativa es lo que se ha llamado el "list or loose it”, es decir, toda medida incompatible 
no inscrita en las reservas deberá ser derogada. El elemento central de este enfoque son los compromisos 
generales.  
(ALADI, Situación de las negociaciones y el comercio de servicios regional e internacional, 2004, p.36) 
 
 
 
En la negociación por listas positivas un país lista un número determinado de sectores de servicios 
de forma voluntaria y después de identificar el sector señala el tipo de acceso y de trato para cada 
uno y para cada modo de suministro que está dispuesto a ofrecer contractualmente a los 
proveedores de servicios de otros países.  
 
En el tipo de acceso y trato, el país puede describir la restricción que su ordenamiento jurídico 
nacional impide cumplir con el principio; por ejemplo, puede indicar “NINGUNA” en caso de que no 
existan limitaciones para el Acceso al Mercado o al Trato Nacional; o mencionar “SIN 
CONSOLIDAR” cuando el Estado desea mantenerse libre de introducir todas las medidas que 
estime necesarias, incluso cuando éstas sean inconsistentes con las obligaciones de Acceso a 
Mercado y/o Trato Nacional. 
 
En las listas negativas la inclusión integral de todos los sectores de servicios es automática, a 
menos que se especifique lo contrario en la lista de reservas (denominadas “Medidas 
Disconformes”) en base a las disciplinas específicas de los capítulos sobre servicios e inversiones 
que superen las categorías de acceso y trato.  
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MEDIDAS DISCONFORMES 
 
En los TLC, las listas en las que se establecen reservas a las cláusulas del tratado, se denominan “Medidas 
Disconformes”. Una medida no-conforme o disconforme se asienta en “cualquier ley, reglamento, 
procedimiento, requisito o práctica”, por tanto una medida “disconforme” es una decisión nacional que no 
cumple con los requisitos de Acceso a Mercados, Presencia Local, Trato Nacional, Requisitos de Desempeño 
establecidos en el TLC. Por ejemplo, la Ley General de Trabajo de Bolivia (en su artículo 3) que establece 
que las empresas no pueden contratar personal extranjero que sobrepase el 15% de su planilla, es 
contraria al principio de acceso a mercados. 
 
 
Las medidas disconformes pueden ser horizontales o sectoriales, presentes o futuras. Las 
medidas horizontales se aplican a todos los sectores; las sectoriales se aplican sólo a un sector en 
particular (por ejemplo, servicios de agua potable).  
 
Las listas presentes se establecen cuando existe (al momento de firmar un acuerdo) una ley que 
regula un sector de servicios y sus disposiciones se oponen a algunas obligaciones del acuerdo. 
Las listas futuras permiten a las partes salvaguardar lo que podría entenderse como algunos 
servicios y algunas facultades del Estado respecto a esos servicios (es decir, la facultad de un 
estado de legislar sobre un sector, cambiando las reglas de juego en el futuro). Esto último puede 
establecerse en previsión de legislación o disposiciones regulatorias que el Estado está 
proyectando o elaborará en el futuro. 
 
 
RESERVAS JURIDICAS PARA LA SOBERANIA REGULATORIA 
 
Si un país no tuviera una ley en el sector de servicios básicos, por ejemplo, que le permita establecer su no-
conformidad con algunas de las exigencias del tratado en el momento de la negociación, podría levantar 
una lista a futuro reservando su derecho a instituir las condiciones del suministro del servicio de agua en 
su país.  
 
 
 
Las medidas disconformes de los servicios de suministro de agua y alcantarillado deben contener 
reservas respecto a las obligaciones de los capítulos de servicios y de inversiones. Por tratarse de 
una negociación con listas negativas, su consignación es obligatoria, caso contrario se entendería 
que ese sector está abierto y de ahí en adelante el Estado que acoge al inversor no podría 
imponerle requisitos que vayan en contra de los compromisos instituidos en el tratado.  
 
Esta forma de negociación conspira contra países que tienen regímenes liberales para el comercio 
de servicios mediante una apertura unilateral, ya que al consolidarse la situación vigente mediante 
la negociación bajo la cláusula “STAND STILL” (cláusula de status quo o prohibición de crear 
nuevos obstáculos al comercio de servicios), se cristaliza una situación de desequilibrio frente a 
aquellos países que no han liberalizado su sector de servicios generándose así una situación de 
intercambio de concesiones desigual en términos de compromisos vinculantes.  
 
 13
 
 
 
 
 
 
NEGOCIAR CON LISTAS POSITIVAS  
CUANDO LAS POLITICAS Y LA REGULACION DEL PAIS SON DÉBILES 
 
En la medida en que un país no cuente con políticas y regulación en la mayoría de sectores de servicios y 
no se hayan definido con claridad los objetivos nacionales, la negociación mediante listas positivas podría 
ser más beneficiosa para el país; adicionalmente, garantizaría la libertad de los países a introducir nueva 
regulación restrictiva en los sectores no incorporados en los compromisos específicos, porque no conlleva 
necesariamente una obligación general de "STAND STILL". 
 
 
 
 
 
.:: 6. ¿CUANDO SE SUSCRIBE UN ACUERDO O TRATADO DE LIBRE COMERCIO, EL PAIS 
FIRMANTE CEDE SOBERANIA O CONSERVA SOBERANIA REMANENTE PARA FINES 
JURIDICOS, JUDICIALES Y REGULATORIOS?  
 
Una de las principales preocupaciones respecto a la aplicación de los acuerdos de comercio sobre 
los servicios es el efecto de los primeros sobre la capacidad de los gobiernos a la hora de vigilar el 
cumplimiento de la política pública, regulando conforme a sus leyes y normas propias en general, 
la prestación de los servicios. Aunque la defensa de los TLC insiste en que los gobiernos podrían 
aplicar aquellas condiciones que quisiesen en sus reservas, no existe el mismo ánimo para 
señalar lo que sucede cuando esos países no tienen la capacidad normativa necesaria para 
establecer su medida disconforme.  
 
 
LISTAS AMPLIAS Y DETALLADAS PARA SALVAGUARDAR LA REGULACION INTERNA 
 
Incluso si se formulan reservas, la capacidad de exclusión que es posible realizar con una de ellas, deja 
para el futuro solo una pequeña posibilidad de autonomía regulatoria. En teoría, la regulación sobre 
recursos naturales, sobre la prestación de servicios de agua potable y otros, se conserva si se levantó un 
listado suficientemente amplio de aspectos que se salvaguardan de la aplicación de un TLC para que 
estén fuera de su alcance. No olvidemos que en los TLC, a diferencia del AGSC (o GATS, por su sigla en 
inglés), se aplican las listas negativas. 
 
 
En la práctica, con salvaguardas o sin ellas, no puede haber requisitos que obstaculicen el 
comercio porque toda limitación podría ser considerada como restrictiva o discriminatoria. De ahí 
en adelante cualquier modificación en la normativa únicamente sería posible si ese país introduce  
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criterios que respeten el marco comprometido en el acuerdo y en las medidas disconformes. De 
modo que no podría ser más restrictivo de lo convenido, aunque sí podría ser más liberal.   
 
En el enfoque de los ALC se parte del precepto que las regulaciones no deben afectar ni las 
inversiones ni el comercio.  
 
 
 
REGULACION E INSTITUCIONES REGULATORIAS NACIONALES 
 
Por regulaciones se entienden las medidas adoptadas por los gobiernos o las instituciones regulatorias 
creadas por los Estados, sean de carácter nacional o local, es decir, las que usualmente emplea el Estado 
para administrar los recursos, los servicios, el acceso y uso de los mismos así como la prestación de 
servicios, por ejemplo de agua potable. Con respecto a la regulación de servicios básicos, podemos observar 
que en Perú, Bolivia y Chile existe una institución denominada Superintendencia; en el caso de Argentina 
los gobiernos provinciales tienen competencias regulatorias; en muchos países, como los mencionados, 
también los gobiernos locales (en los municipios, por ejemplo) tienen ciertas competencias regulatorias. 
 
RESTRICCIONES A LOS PAÍSES PARA QUE NO LIMITEN EL COMERCIO 
El art. 11.7 del Capítulo sobre Servicios Transfronterizos y el artículo VI del AGCS referente a la 
“Reglamentación Nacional”, señala la obligación de cada parte de “....garantizar que las medidas 
relacionadas con los requisitos y procedimientos de admisión, criterios de calidad técnica y requisitos para la 
obtención de licencias no constituyan un obstáculo para el comercio de servicios necesariamente”. Asimismo, 
los arts 11.7-2 b) y el art. XVI.4b) conocido como la “prueba de necesidad” estipulan que cada requisito 
debería ser: “no más gravoso de lo necesario para garantizar la calidad del servicio”. Esto solamente hace 
referencia a la calidad de servicio y no a la calidad del acceso, es decir, no alude, por ejemplo, a las 
condiciones en que los usuarios acceden y usan el servicio (tarifas, precios de conexión, etc.) 
 
 
Con un TLC, la política pública en servicios y bienes que podría restringir el uso de un recurso 
estaría afectada por el alcance de los derechos del “inversor”, es decir, de la entidad o empresa de 
un tercer país que “invierte” en un país determinado.  
 
Bajo este marco, es difícil imaginar que las negociaciones puedan crear una situación de 
convivencia armoniosa entre la capacidad interna de regular los servicios y el acceso de 
“proveedores de servicios” extranjeros a los mercados internos.  
 
 
LIBERALIZACION PROGRESIVA DE LOS PAISES 
 
De acuerdo al Art. XIX del AGCS sobre Negociación de Compromisos Específicos, los países inician 
negociaciones bilaterales con el fin de ser más liberales de modo que cualquier acción retroactiva y 
restrictiva no está permitida. 
 
ARTICULO XIX AGCS 
“1. En  cumplimiento de los objetivos de este acuerdo, los Miembros entablarán sucesivas rondas de 
negociaciones…. Con miras a lograr un nivel de liberalización progresivamente más elevado. Esas 
negociaciones irán encaminadas a la reducción o eliminación de los efectos desfavorables de las medidas en 
el comercio de servicios, como medio para facilitar un acceso efectivo a los mercados…” 
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CAPACIDAD INSTITUCIONAL Y LEGISLATIVA DE REGULACION INTERNA. 
LECCIONES DE LAS NEGOCIACIONES DE PAISES ANDINOS EN EL TLC CON EE.UU. 
 
Los resultados de las negociaciones de los países andinos sobre el sector de los servicios ambientales en el 
TLC con EEUU enseñan lo siguiente:  
1. El país con normativa óptima para regular sus servicios, reflejó las exigencias de su normativa en 
sus reservas.  
2. El país con un sistema federal listó en una medida la autonomía de regulación de sus estados, es 
decir, sin especificar las condiciones estatales para el suministro del servicio, amparando, por 
tanto, a los proveedores públicos.  
3. El país con normativa exigua levantó “reservas a futuro”, aunque su consignación se negoció y 
supeditó a la aprobación de la otra parte. (La “otra parte” es el país de origen del inversor o empresa 
inversora)   
4. El país con o sin bases normativas estableció “medidas a futuro” reservándose el derecho de 
adoptar o mantener cualquier medida que no sea incompatible con las obligaciones de ese país de 
conformidad con el Artículo XVI del AGCS.  
5. El país con disposiciones internas liberales no levantó ninguna reserva porque su esquema jurídico 
es abierto.  
6. El país que abrió un sector (servicios ambientales, por ejemplo) a nivel de la OMC no inscribió una 
medida bilateral en ese sector porque la apertura es automática. 
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.:: 7. ¿CÓMO PLANTEAR UNA NEGOCIACION EN UN TLC O  UN ALC? 
 
Para fines de negociación podríamos plantear una estrategia en tres niveles: I) negociaciones 
comerciales, II) negociaciones multilaterales, III) reglamentación doméstica 
 
 
I )  NEGOCIACIONES COMERCIALES 
 
En esta sección se establecerán algunas propuestas que podrían utilizar los países en futuras 
negociaciones comerciales.  
 
A) Con respecto a Bienes. 
Las alternativas de negociación podrían ser las siguientes:     
 
1.- A nivel bilateral  
 
En negociaciones bilaterales existirían tres alternativas:  
 
Primero: se podría presentar una propuesta para sustituir la descripción “las demás” por otra que 
especifique los bienes de la partida. 
Segundo: si esta incorporación no fuera posible entonces la lista de concesión debería tener una 
observación a esta partida incorporada por ejemplo en las notas complementarias, a objeto de 
limitar las interpretaciones.  
Tercero: Se debe establecer una medida para que la regulación del agua, incluso cuando es 
considerada como bien, se atenga a lo establecido en la normativa nacional aunque esas 
disposiciones sean incompatibles con las obligaciones relativas a las restricciones a la importación 
y a la exportación. 
 
 
2.- A nivel de la Región Andina 
 
A nivel de la Comunidad Andina de Naciones (CAN) tomando en cuenta que los artículos 5 y 6 de 
la Decisión 507 establecen que “la Secretaría General puede proponer, a petición de cualquiera de 
los Países Miembros o por propia iniciativa, las modificaciones a la NANDINA tendientes, entre 
otras, a incorporar las modificaciones que se precisen para una mejor adecuación a los procesos 
de integración regional y hemisférica”. Se podría presentar una enmienda para excluir 
definitivamente al agua de las negociaciones de mercancías cuando su comercialización atente 
contra el medio ambiente, la sostenibilidad del recurso o su privatización como insumo básico, etc.  
 
 
 
 
 
 
 17
 
 
 
 
 
 
DECISION 
507 
Actualización de la Nomenclatura NANDINA 
 
Artículo 5.- La Secretaría General de la Comunidad Andina podrá: 
a) Proponer a la Comisión, a petición de cualquiera de los Países Miembros o por propia iniciativa, las 
modificaciones a la NANDINA tendentes, entre otras, a: 
i. Incorporar las enmiendas que el Consejo de Cooperación Aduanera introduzca en el Sistema Armonizado; 
ii. Incorporar en la NANDINA las modificaciones que se precisen para una mejor adecuación a los procesos 
de integración regional y hemisférica; y, 
iii. Atender a las necesidades inherentes al desarrollo del comercio exterior y de las producciones de los 
Países Miembros. 
b) Aprobar mediante Resoluciones, previa opinión del Comité Andino de Asuntos Aduaneros, los textos 
auxiliares siguientes, que faciliten la correcta interpretación y aplicación uniforme de la NANDINA: 
i. Notas Explicativas Complementarias; 
ii. Indice de sustancias químicas clasificadas según la NANDINA; 
iii. Criterios vinculantes de clasificación de mercancías; y, 
iv. Cualquier otro texto auxiliar que se considere necesario. 
 
Artículo 6.- La NANDINA será actualizada para introducir las modificaciones de interés subregional, así 
como las que se deriven de las Recomendaciones del Consejo de Cooperación Aduanera o de compromisos 
internacionales y en cada caso se elaborará la correlación pertinente. 
 
 
 
3.- A nivel multilateral 
 
Toda vez que la Organización Mundial de Aduanas (OMA) tiene entre sus fines las revisiones 
periódicas de la nomenclatura arancelaria con el objetivo de estudiar posibles errores dentro de la 
nomenclatura arancelaria, se podría presentar la enmienda propuesta en la CAN sobre la 
exclusión de algunos usos del agua. Propuesta que ha sido referida en el acápite anterior. 
 
El Sistema Arancelario (SA) se actualiza periódicamente (en general cada 4 o 5 años). Hasta el 
momento se han realizado tres enmiendas (en 1992, 1996 y 2002). Cuando se esté realizando la 
revisión se podría  presentar la propuesta de reconsideración del tratamiento del agua como 
mercancía.  
 
La importancia de concretar un cambio a este nivel es sin duda la subrogación de estos resultados 
en la OMC, es decir, introducirlos al debate en la OMC, para que ésta se incorpore en sus normas 
internas. 
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B) Con respecto a Servicios : 
Las alternativas de negociación podrían ser las siguientes: 
 
1.- A nivel bilateral o regional. Si la negociación de este sector fuera inevitable, se podrían 
plantear tres alternativas: 
 
 
Primero:  
Proponer que la negociación sea bajo listas positivas porque el modo de negociación por listas 
negativas tiende a favorecer a aquellas partes (es decir, países del acuerdo) que cuentan con un 
sistema de regulación más desarrollado en el área de los servicios, y que han identificado 
claramente las limitaciones que deben mantener en función de sus objetivos nacionales de 
política.  
 
Este tipo de listas requiere una revisión comprensiva de todas las medidas que afectan los 
servicios de un país, por lo tanto, demanda más preparación ya que muchos sectores están 
sujetos a revisión.  
 
En la medida en que un país no cuente con políticas y regulación en la mayoría de sectores de 
servicios y no se hayan definido con claridad los objetivos nacionales, la negociación mediante 
listas positivas sería más beneficiosa para el país. Adicionalmente, permite tener un techo de 
compromisos en el que los países pueden indicar limitaciones de trato nacional y acceso a 
mercados que no es parte del régimen corriente de regulación, por lo tanto permite mantener una 
brecha.  
 
A pesar de las desventajas en transparencia con listas positivas, estas son preferibles a garantizar 
la eliminación de restricciones de acceso y trato nacional en aquellos sectores en los cuales no se 
han inscrito reservas, o los nuevos servicios que puedan desarrollarse a futuro en el mercado.  
 
Segundo: 
a) Si la negociación por listas negativas fuera inevitable debe preverse la posibilidad de 
establecer reservas a futuro paralelamente a las reservas presentes. Esas listas deberían 
señalar  expresamente en las «obligaciones horizontales», que en el país, los servicios 
considerados como empresas de servicios públicos a escala nacional o local, pueden estar 
sujetos a monopolios públicos o a derechos exclusivos concedidos a determinados agentes 
prestadores de servicios, por ejemplo prestadores sociales de servicios como cooperativas, 
comités de agua, entidades público-sociales mancomunadas, etc. Con esta medida el país 
se reserva el derecho de restringir el acceso a los “mercados” en el sector de las empresas 
públicas o entidades sociales.     
b) Se puede dar una definición realmente amplia de las empresas públicas sujetas a 
obligaciones que les imponga el Estado. Dado que las empresas públicas y las entidades 
sociales suelen existir también a nivel nacional, local, regional, etc., no resultaría práctico 
hacer una lista detallada y exhaustiva específica del sector. Así, numerosas actividades 
públicas, no están explícitamente incluidas en esta lista de excepciones, pero tampoco 
están explícitamente excluidas. Si acaso se enfrentara una solicitud para mayor precisión                 
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se supondrá que esta definición quedará restringida a la lista de ejemplos previa, con el 
resultado de que los demás servicios quedaran fuera de las empresas públicas o 
prestadores de servicios de carácter social, pero dentro de la cobertura del capítulo o 
acuerdo.    
c) Se pueden establecer reservas al Principio de Trato Nacional, excluyendo  subsidiarias de 
compañías que no estén establecidos de conformidad con la ley de un Estado Miembro. 
Las subsidiarias formadas de acuerdo con la ley de un Estado Miembro, que tengan 
solamente su oficina registrada en esos países, pueden ser tratadas de manera menos 
favorable, a menos que se demuestre que poseen un vínculo efectivo y permanente con la 
economía en esos Estados.  
 
Tercero: 
En vista de que cualquier acuerdo a nivel regional está obligado a  respetar los compromisos de la 
OMC, será importante negociar por el establecimiento del principio de  trato especial  y 
diferenciado y reciprocidad no plena, consagrados a nivel multilateral. De esta manera, sin 
renunciar a la negociación, se reconoce la asimetría evidente entres países, y se genera un 
ambiente flexible para los países en desarrollo sin la presión de la apertura inmediata o la 
adopción de otras obligaciones en la misma medida que los países industrializados. Caso 
contrario un tratamiento igualitario de partes con capacidades diferentes producirá, muy 
probablemente, resultados injustos o incumplimiento. 
 
En la OMC aún en cuestiones que ya están reguladas en la misma (por ejemplo la propiedad 
intelectual y los servicios), los países en desarrollo cuentan con mecanismos de flexibilidad y 
opciones para interpretar e implementar sus obligaciones. En los acuerdos y tratados de libre 
comercio (véase por ejemplo los textos de los frustrados ALCA y TLC Andino), se intenta eliminar 
esa flexibilidad para los países en desarrollo. Si esos intentos prosperan, las metas de desarrollo 
socioeconómico de los países en desarrollo, se reducirán significativamente entre otras 
consecuencias. 
 
2.- A nivel multilateral. Los países pueden retirar sus compromisos y ofertas.  
 
Respecto a los compromisos. Un país – por ejemplo Ecuador – sujetándose estrictamente a lo 
establecido en el Art. XXI del AGCS, podría retirar o modificar sus compromisos en el sector de los 
servicios medioambientales, después de transcurridos tres años a partir de la fecha de entrada en 
vigor de un compromiso.  (En ausencia de medidas de salvaguardia urgentes, todavía en 
negociación, este período de espera se reduce a un año en determinadas condiciones.)  
 
 
ARTICULO XXI DEL AGSC 
 Modificación de Listas 
 
“1.a) Todo Miembro… podrá modificar o retirar en cualquier momento cualquier compromiso de 
su lista después de transcurridos tres años a partir de la fecha de entrada en vigor de ese  
compromiso…” 
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3.- Salvaguardias y subsidios 
 
Debe continuarse la negociación sobre salvaguardias y subsidios en servicios. De modo que el 
país niegue a las empresas y personas físicas de terceros países el derecho al trato nacional en el 
caso de los subsidios enfatizando expresamente que el suministro de un servicio, o el subsidio 
que se le conceda, dentro del sector público, no infringe este compromiso. 
 
Los acuerdos bilaterales  (TBI o TLC bilaterales) han excluido de su cobertura los subsidios, 
siendo que se encuentran bajo el alcance del AGCS. La racionalidad económica que sustenta las 
disciplinas sobre subsidios, en el caso de bienes tienen plena validez para el caso del comercio de 
servicios.  
En el sector de servicios de agua potable pueden darse subsidios a la inversión o a las tarifas, a 
través de mecanismos monetarios (donaciones para inversiones o pago de tarifas de los pobres, 
p.e.) o programas sociales de apoyo con equipamiento y material de construcción. 
 
Chile y Argentina han implementado ya programas de subsidio a la inversión y a la tarifa de 
servicios de agua potable y alcantarillado sanitario. 
 
 
SUBVENCIONES EN EL AGCS 
El artículo XV del AGCS dice lo siguiente sobre el tema de subsidios: 
 
1.- Los miembros reconocen que en determinadas circunstancias las subvenciones pueden tener efectos de 
distorsión del comercio de servicios. Los Miembros entablarán negociaciones con miras a elaborar las 
disciplinas multilaterales necesarias para evitar esos efectos de distorsión. En las negociaciones se 
examinarán también la procedencia de establecer procedimientos compensatorios… 
 
 
4.- Reclamo colectivo en la OMC  
 
La propuesta de más largo alcance se trata del reclamo de que los miembros de la OMC puedan 
adoptar colectivamente como medida para reducir el alcance del AGCS creando instrumentos 
adicionales como tratados o cambiando el acuerdo.  
 
C) Con respecto a Inversiones: 
Las alternativas de negociación podrían ser las siguientes:  
 
1.- Denunciar los tratados  
Los tratados incluyen un mecanismo de denuncia, que consiste en que una de las partes 
manifiesta a la otra que no desea continuar con dicho Tratado. La denuncia  puede hacerse en 
cualquier momento durante la vigencia del Tratado, aunque generalmente sus efectos son 
suspensivos, es decir que el Tratado cesa de regir pasado cierto tiempo después de la denuncia.  
 
El recurso más directo consiste en comunicar a la otra parte la voluntad de dar por concluido el 
Tratado cuando se aproxima la fecha en que concluye su vigencia, para evitar lo que se denomina 
la “TÁCITA RECONDUCCIÓN” (figura que implica que el Tratado sigue automáticamente vigente 
por otro período generalmente igual al primero).  
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2.- Renegociar los tratados bilaterales de inversión, para recuperar los atributos de la 
soberanía regulatoria.  
 
Las nuevas normas de inversión deberían regir únicamente para las inversiones extranjeras 
directas y excluir las corrientes financieras y las inversiones de cartera, facilitar el desarrollo 
sustentable y la promoción y protección de políticas sociales, a través de la obligatoriedad, y 
obligaciones exigibles a los inversionistas. Por otra parte, dichas normas deberían reconocer el 
derecho de los gobiernos a regular en todos los sectores de interés público, incluido el de 
inversión y los servicios públicos y de propiedad estatal. 
 
3.- Renegociar los contratos de concesión con las empresas 
 
Muchos de los contratos de concesión constituyen la única ley entre las partes ante la falta de una 
norma  marco que regule en el país anfitrión el suministro de agua potable. En  muchos casos 
estos contratos no se refieren al procedimiento de solución de controversias que se asumirá ante 
un conflicto o no mencionan expresamente el derecho aplicable cuando existe un tratado suscrito 
por ambos países. En otros casos, se omite establecer que un órgano administrativo a nombre del 
estado, sea superintendencia u otro, tiene el poder de regular y si acaso es necesario ordenar 
medidas a la empresa encaminadas al cumplimiento del acto jurídico.  
 
Cuando existen este tipo de lagunas y de por medio se encuentra un Tratado Bilateral de 
Inversión, es oportuno renegociar los contratos de concesión con miras a evitar una demanda en 
un foro arbitral internacional o en las negociaciones directas previas al arbitraje.  
 
 
II ) NEGOCIACIONES MULTILATERALES 
 
Si las alternativas precedentes, fueran interpretadas como incumplimiento a los compromisos 
internacionales o enfrentaran numerosos obstáculos antes de aplicarse, una alternativa final que 
se ensaya es establecer una Convención Internacional del Agua en el marco de las Naciones 
Unidas (Sólo Naciones Unidas podría estar por encima de cualquier otro foro de corte 
estrictamente comercial), que limite la negociación del agua, en sus diferentes variantes y formas 
de los tratados de libre comercio.  
 
La convención internacional del agua generaría una estrategia para contrarrestar la tendencia 
privatizadora. El principal objetivo de la convención sobre el agua sería consolidar y proteger el 
derecho humano al agua para poder garantizar el agua para todos. Los derechos humanos se 
formulan en virtud de los derechos de los individuos y no en función de los derechos y las 
obligaciones de los Estados frente a los inversionistas.  
 
Una convención podría fusionar las tres principales corrientes del agua, a saber el desarrollo 
social, el ecosistema ambiental y los derechos humanos en un único y poderoso río. Ningún 
enfoque sustentable y a largo plazo para defender el derecho al agua puede divorciarse del asunto 
más amplio del origen del agua dulce. Tampoco podrá separarse del importante papel que tienen  
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los ecosistemas sanos para asegurar una calidad y cantidad suficientes de agua dulce para las 
necesidades humanas básicas, para el desarrollo socioeconómico y para la reducción de la 
pobreza. 
 
La convención podría asegurar que el agua siga siendo un bien público y no una mera mercancía 
o un recurso económico administrado por las empresas internacionales del agua.  
 
III ) REGLAMENTACIÓN DOMÉSTICA 
 
La mejor salvaguardia es trabajar en reglamentación doméstica en todos los sectores, con mayor 
razón en el tema de agua y los sectores implícitos por el alto impacto en la calidad de vida. El 
incumplimiento de compromisos siempre es una acción que el gobierno podría tomar pero  nunca 
será la solución idónea. 
Con miras a futuras negociaciones el esfuerzo del Estado debería orientarse a una mayor 
intervención a través de políticas activas sectoriales porque sólo ellas garantizan una protección a 
largo plazo y a todo nivel.  Esto implica establecer una legislación general de aguas, legislación 
específica sobre servicios de agua potable y alcantarillado sanitario, sobre usos consuntivos y no 
consuntivos, sobre contaminación de agua, etc., definiendo marcos institucionales regulatorios, 
discriminación positiva a cierto tipo de proveedores de servicios (públicos y sociales, por ejemplo), 
prelación de uso de aguas para consumo humano, para la producción agropecuaria y forestal 
vinculada a la seguridad alimentaria, agua para el medio ambiente, etc. Estas previsiones 
legislativas son fundamentales para respaldar derechos humanos, sociales, culturales, 
económicos y ciudadanos en general, sentando soberanía nacional al respecto.  
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GLOSARIO DE TERMINOS Y SIGLAS 
 
AGCS - Acuerdo General sobre Comercio de Servicios 
 
ADPIC - Acuerdo de Derechos de Propiedad Intelectual relacionada con el Comercio 
 
AMI - Acuerdo Multilateral de Inversiones 
 
GATT - Acuerdo General sobre Comercio y Aranceles de la OMC 
 
W/120 - Lista de Clasificación Sectorial de los Servicios  
 
CAN – Comunidad Andina de Naciones  
 
CCP - Clasificación Central Provisional de Productos 
 
CIADI - Centro Internacional de arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones  
 
CNUDMI - Comisión de las Naciones Unidas para el desarrollo Mercantil internacional 
 
Dec. 291 - Régimen Común de Tratamiento a los Capitales Extranjeros y sobre Marcas, Patentes, 
Licencias y Regalias. 
 
Dec. 292 - Régimen Uniforme para Empresas Multinacionales Andinas 
 
Dec. 510 - Adopción del Inventario de Medidas Restrictivas del Comercio de Servicios 
 
Dec. 634 - Modificación de plazos previstos en la Decisión 629 
 
Dec. 507 - Actualización de la Nomenclatura NANDINA 
 
HTS - Harmonized Tariff Schedule de Estados Unidos  
 
IED – Inversión Extranjera Directa 
 
NANDINA - Nomenclatura Común de los Países Miembros del Acuerdo de Cartagena  
 
OMC – Organización Mundial de Comercio 
 
SA – Sistema Arancelario 
 
TBI – Tratado Bilateral de Inversión 
 
TLC – Tratado de Libre Comercio 
 
TLCAN - Tratado de Libre Comercio de América del Norte  
 
UNCITRAL - Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional  
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